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Exposición de Motivos

I.

10s4

Sin duda alguna, durante los últimos años se han dado en la República del
Paraguay notables pasos hacia adelante, enfie ellos, la renovación de la Consti-
tución (1992),la elaboración de anteproyectos de un nuevo Código Penal y la re-
estrucfi¡ración y nuevo funcionamiento del Ministerio Público. Un cambio quizás
todavía más importante es r¡na nueva conciencia y uria nueva voluntad de grandes
partes de la ciudadanía de cumplir con las exigencias de una üda democrática y
de las consecuencias de ella para todo el orden jurídico-penal.

Sin embargo, los esfuerzos hasta atrora realizados todavía no se adecuan
suficientemente a la necesidad de wta reforma global y coherente de todo el or-
den jurldico-penal paraguayo. Esta necesidad surge

1. del gran número de componentes de un sistema penal eficiente,

2. de la interrelación de estos componentes, y

3. de la dependencia de la solución de problemas político-criminales de
una combinación de medidas pertenecientes a distintas partes del sistema.

a) El conjunto de las materias

El conjunto de las materias que forman el orden jurídico-penal y que, por
eso, han de ser consideradas, incluye, por lo menos.

l. las bases del sistema penal en la Constitución Nacional y en los cuer-
pos legales internacionales vinculantes para la República del Paraguay,

2. el Derecho Penal de fondo,

3. el Derecho Penal de form4

4. el derecho de menores y la adaptación de toda la legislación penal para

.mayores 
a las circunstancias del menor

5. el derecho de fondo y de forma respecto a las faltas y confiavenciones
administrativas

6. la reglarnentación de la ejecución penal,

7. la reglamentación de la ejecución de las medidas procesales privativas
le libertad,
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8. la organización del Poder Judicial (en sentido estricto), del Ministerio
Púbüco y de la Adminisfración de la Justiciq

9. lamodernización de la persecución penal y de sus órganos, en especial
la policía,

10. la creación o el mejoramiento de las infraesh¡cturas al servicio del
Poder Judicial, Ministerio Público, Servicio Penitencia¡io y de la Policía,

I l. la enseñanza universitariay la formación profesional,

12. la promoción de la investigación empírica y teórica en el campo penal
así como el desa¡rollo de mecanismos de evaluación, y

13. la participación del público en el orden jurídico-penal y en todo el
proceso reformador.

b) I¿ interrelación de las materias

Todas estas materias forman un orden sumamente interrelacionado. Por
eso, no se puede cambiar una parte de la "relojería" del sistema penal sin reper-
cusiones sobre todas las demás. Para demosfrar esta interdependencia basta
menciona¡ dos ejemplos: Una adaptación del Código Penal ügente, que se fun-
damenta en las ideas de la retribución y de la prevención general negativa, a las
exigencias de r¡na prevencíón general positiva y de uru prevención especial,
conduce no solo a una nueva concepción de las sanciones penales, sino también a

cambios profundos en el rimbito de la ejecución de las penas y medidas. Y la in-
Eoducción del sistema acusatorio y oral en el anteproyecto del Código Procesal
Penal conlleva una reestructuación del Poder Judicial y del Ministerio Público y
cambios notables en el ejercicio de la abogacía.

c) La combinación de las medidas polltico'crtminales

La dependencia de los cambios necesarios del sistema penal actual de una
combinación de las medidas se puede demostrar indicando que, para desconges-
tiona¡ y ag¡lizar el funcionamiento de la Justicia penal, se requiere un abanico de
medidas. Estas van desde la despenalizaciín (parcial) en el marco del derecho de
fondo, la inroducción de una reglamentación nueva respecto a faltas y contra-
venciones adminisnativas, una concesión (moderada) al principio de oportunidad
en el ámbito del derecho de forma, una reüsión del sistema de recrusos, el mejo-
ramiento de la capacitación de todos los colaboradores en el sistema penal, hasta

rura modernizaciün de las infraestn¡cturas técnicas, para menciona¡ solamente al-
glulas.



6
3

d) Condiciones del exito de la reforma
f0ü6

fuites de exfiaer las conclusiones de todo ello hay que llamar la atención
sobre dos condiciones para el éxito de la reforma necesaria:

t) Una reforma global que abarque todos los componentes mencionados, y
que atienda tanto a la necesidad de la renovación de los textos legales como a la
implementación de los cambios inherentes, requiere del tiempo y de los recursos

de más de ura legislanua.

2) Todos los esfuerzos, como por ejemplo, la renovación del Código Penal

sorL a pesar de su gran importancia, solo reformas parciales del orden jurídico-
penal entero. Por eso, cada reforma parcial debe adecuarse a una üsión integral

del mismo, sobre todo porque un efecto político-criminal deseado muchas veces

no se consigue sino por un conjunto de medidas pertenecientes a distintas partes

del sistema. Solo una reforma cohereüe puede eütar el efecto contraproducente
de fracasos que se deben a una falta de coherencia y a una falta de planificación
de la implementación de una parte. Vale la pena aprender las lecciones exfraídas
de las experiencias de oüas reformas en el Sur y Centro de América y en Europa.

e) Conclusión: I¿ necesidad de
un "Conienso Nacional"

Por todo eso, es imprescindible poder contar cuanto antes con un
"Consewo Nacional" estable sobre las pautas de la reforma global del orden ju-
rídico-penal de la República del Paraguay.

La implementación de esta idea depende de la creación de un foro perma-
nente para la formulación de una política criminal a largo plazo, para la distribu-
cióru calenda¡ización y coordinación de todas las actiüdades parciales, y para la
evaluación de sus resultados con el fin de garanüzar un desarollo armónico del
plan integral y, si procede, su adaptación a las necesidades y cambios de la reali-
dad paraguaya.

Para el fiabajo de este foro, naturalmente, es necesa¡io también exponer a

la comunidad, mediante consultas populares, las propuestas legislativas para que

la ciudadanía exprese su voluntad política y sus deseos respecto de las soluciones
presentadas, sin que esto signifique la prescindencia de criterios científicos y
técnicos en la elaboración de los proyectos.

II.

En la promoción de la idea y en la organtzación de ura reforma global y
coherente del orden jruídico-penal desempeña wr rol primordial la elaboración de

un nuevo Código Penal.
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Respecto a la reforma del Derecho Penal de fondo la situación se caracte-
nza por la casi unanimidad de los pareceres en cuanto a la necesidad de reempla-
zar el Código Penal actual de l9l4 por una legislación moderna. En üsperas del
siglo X)fl, ya no sirve una ley cuyas raíces llegan, a üavés de codificaciones y
proyectos anteriores de ofios países, hasta el Código Penal de Baüera elaborado
porFeuerbach en 1813, y que, además, está destinadaa ser aplicada en un sis-
tema penal procesal tan obsoleto como el inquisitivo.

Sin embargo, sobre el contenido del futruo Código Penal hay dos corrien-
tes distintas: la una más bien fiadicional y la otrq moderna:

a) La corriente "tradicional"

En un primer momento, en base a un Anteproyecto del Código Penal Pa-

raguayo elaborado por el profesor doctor Luis Martínez Miltos, la Comisión Na-
cional de Codificación del Ministerio de Justicia y Trabajo, ha formulado un
Proyecto de Código Penal que, después de ser presentado al Congreso, fue retira-
do para dar lugar a una discusión pública más amplia de la materia.

MienEas tanto el senador profesor doctor Evelio Fernández fuévalos ha

envíado al Pa¡lamento el mismo proyecto con ciertas modificaciones, en su ma-
yoría solo de redacción. Este texto form4 junto con algunas sugerencias de Poder
Ejecutivo y de la Coordinación de Mujeres del Paraguay (muzo de 1.994), la
base de las consideraciones en el seno del Cogreso.

A principios de septiembre de 1994 el Poder Ejecutivo ha vuelto a presen-
ta¡ al Parlamento su anterior proyecto, enriquecido con algunas propuestas y su-
gerencias de los sectores de la sociedad involucrados en la eventual reforma del
Código Penal.

Ambos proyectos, el proyecto Fernandez fuévalos (PFA) y el proyecto del
Poder Ejecutivo (PPE), coinciden en sus caracterlsticas generales: la política
criminal adoptada" la teoría del delito aplicad4 la técnica legislativa empleada y
la fundamentación comp arati sta iumamente ecléctica.

b) La corriente "moderna"

En el a¡io 1991, y por los motivos expuestos precedentemente, la Fiscalía
General del Estado, ha considerado haber llegado el momento oportuno para dar
pasos concretos y específicos para poner en ma¡cha la reforma del orden jurídico-
penal paraguayo. Pa¡a tal efecto ha conformado primeramente r¡na Comisión, in-
tegrada por Agentes Fiscales, funcionarios de la Fiscalía y Abogados contratados,
para la elaboración de un anteproyecto de Código Penal, bajo el asesoramiento y
la dirección del profesor doctor Wolfgang Schóne, consultor internacional del
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, que ha üabajado en la re-
forma penal y penal procesal de distintos países del Centro y Sru de América.
Conformó además, posteriormente, oEa comisión para preparar un anteproyecto
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de Código Penal Procesal, asesorada y dirigida por el profesor doctor Alberto
Binder, también experto de las Naciones Unidas.

Producto del esfuetzo de anrbas Comisiones ha sido la presentación al
público de la Propuesta de Reforma Penal del Ministerio Público en un acto es-

pecial llevado a cabo en fecha 22 de setiembre de 1994. Dicha propuesta consiste

en un anteproyecto del Código Penal de la República del Paraguay, y en un ante-
proyecto de Código Penal Procesal, que constituyen la base y el inicio de la re-
forma de todo el orden jurídico-penal.

El anteproyecto del Código Penal presentado por el Ministerio Público,
recoge las corrientes de la política criminal moderna internacional con el fin de

adaptar lo mejor de estas ideas a la realidad paraguayq y de eütar soluciones que

no han dado resultados conüncentes. Por eso, utiliza como fuentes del derecho

comparado no solo la legislación vigente en el exfianjero, sino también los pro-
yectos de reforma, como los de España y de la República Federal de Alemania.

Además, la metodologla empleada w) es ecléctica, sino aplica criterios de selec-

ción coherentes y constantes; esto quiere decir que se han analizado, en primer
logrt, las ideas y concepciones que forman el trasfondo de los textos encontrados
y no la terminología y los marcos penales. Hay que agregar que, en la elabora-
ción del anteproyecto se ha tratado de superar el problema de la falta, en el Para-
guay, de estudios empíricos sobre la delincuencia y su tratamiento, considerando
los resultados de la investigación empírica obtenidos en oEos países de América
Latinay Eruopa.

Un ejemplo son los conceptos de la prevénción general positiva y de la
prevénción especial, hoy en día generalmente aceptados. Otro ejemplo es la in-
corporación, en la Pa¡te General, de un sistema de sanciones que se llama "doble
vlao y que fue mejorado por una clausula "ücaria", proveniente de Suiza. La
"vía" de penas se caracteriza" enüe otros detalles,.por una adaptación cautelosa

de la pena privativa de libertad a la idea inglesa de la "probation" y a las reco-
mendaciones de las Naciones Unidas sobre "penas alternativas", por rur lado, y
la intoducción del sistema escandinavo de la pena de "dla-muha", por el otro.
La segunda "üa" de medidas de mejoramiento y seguridad responde a las

necesidades de la prevénción especial y actualizalas ideas de la entonces llamada

"Esguela Moderna" de autores franceses, belgas, holandeses y alemanes encabe-
zadapor von Liszt. Y para poder combatir la delincuencia moderna y verdadera-
mente peligrosa, vale decir la organizada y la víajera, se introducen nuevos ele-
mentos como la pena de parimonio o el despojo.

En cuanto a los presupuestos de la punibilidad, la propuesta recoge el de-
sarrollo de la dogmática penal en los últimos 40 a¡los. Por eso, el anteproyecto no
ha welto a las soluciones del Código Penal Tipo para Latinoamérica que, debido
a la influencia de los profesores Luis Jimenez de Asúa y Sebastian Soler, repre-
senta¡on los importantes logros de la teoría del deüto europea y, €n especial,

alemana. Lo que en su época ha formado la vanguardia ha seguido evolucionando
hasta tal punto que drora hace falta reformar las refomas inúoducidas en base a
estos fundamentos. Un ejemplo para esto es la reforma actual del Código Penal
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de Costa Rica que, en su momento, había incorporado textualmente las nornas
del Código Penal Tipo y gue en el futuro será regido por el pensamiento de la
"Escuela de Bonn". Estas ideas influyer¡ hoy en día" sobre la discusión y la labor
reformadora en Argentina, Chile, Uruguay, Colombia" Guatemala, Costa Ricq
México y Españ4 para menciona¡ solo algunos ejemplos de países hispanopar-
lantes. El anteproyecto se inspira en este desanollo, en una forma prudente, y re-
gula solo lo imprescindible para dejar lugar suficiente al desarrollo de los detalles
en la jurisprudencia y ciencia penal paraguayas.

La Parte Especial refleja fielmente las valoraciones de la nueva Constitu-
ción Nacional, y protege bienes jurídicos allí reconocidos. Además, no se limita a

una reacción a la delincuencia "clásica", sino acepta el desafio del desa¡rollo so-
cial y técnico que ineütablemente conlleva nuevas formas de agresión a los bie-
nes jurídicos. Esta delincuencia "moderna" es mucho más peligrosa por sus

efectos supra-indiüduales y requiere nuevas respuestas.

Todo esto involucr4 naturalmente, cambios de la nomenclatura Eadicio-
nal. Sin embargo, la terminologra, de vez en cuando novedosa, es imprescindible
para la eficacia del nuevo Código Penal. De acuerdo con el famoso dicho romano
"da mihi facta, tabo tibi ius", el ciudadano puede confia¡ en que el anteproyecto
ofrece una adecuada reacción jurídica a todos los hechos que le podrían afectar.
No es, por ejemplo, importante el término "abigeato"; lo que sí tiene importancia
es la segruidad de que las nuevas fórmulas de apropiación, hurto y robo, con sus

respecüvos agravantes, abarcan todos los atentados al bienjurídico "propiedad",
sea el objeto r¡na vaca, rur coche u otra cosa. Y no hace falta un artículo especial
sobre el contagio con Sida, si existen tipos penales generales que abarcan todos
los ataques a la üda (!) y la integridad corporal.

UL

El nuevo Código Penal de la República del Paraguay debe incorporar ües
cualidades que sori" al mismo tiempo, los criterios para la evaluación de todos los
proyectos actuales.

a) La garantla de los derechos fundarnentales

El nuevo Código Penal debe cumplir con el deseo de los paraguayos de

üvir ura verdadera üansición a la democracia. Esto significa: uta ley, como la
ley penal, que adminisfra el monopolio de la fuerza estatal tiene que respetar y
gararnzar los derechos fundamentales.

1) Por eso, el anteproyecto del Ministerio Público (PMP) operacionaliza
rigurosamente las valoraciones, las garantías y los preceptos de la Constitución
Nacional de 1992, de los pactos internacionales ratificados por la República del
Paraguay y de las Declaraciones de las Naciones Unidas respecto a los Derechos

Humanos.
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2) Por eso, el anteproyecto del Ministerio Púbüco procura la conformidad

de todas sus reglas con los principios básicos de legalidad material, de repro-
chabilidad persorwl ("culpabilidad"), y de proporcionalidad, que provienen de
los máximos valores consagrados en el a¡tículo I de la nueva Constitución Na-
cional: se frata de la "ügnidad de la persona" y del "Estado de Derecho".

b) La urílidad social

El nuevo Código Penal de la República del Paraguay debe ser de utilidad
social.

l) Por eso, el anteproyecto del Ministerio Público evita en lo posible los
efectos criminógenos del sistema existente y la continuación de una política cri-
minal que se basa en las ideas de la retribución y de la prevénción general negati-
va. En lugar de mantener posturas demostrablemente fracasadas, la propuesta

cumple con el precepto del artículo 20 CN, y se deja orientar por la idea de la
prevénciór¡ tanto general positiva como especial. Por consiguiente, reestructura y
amplía el sistema de sanciones de acuerdo con la dicotomla de penas que son:

ulra respuesta aI hecln punible realizado, y medidas de mejoramiento y seguri-
dad que son la respuesta al peligro de la realización de fi¡turos hechos punibles.
Además, la propuesta incorpora nuevas posibilidades de reducir los medios eco'
nómicos que los delicuentes necesiian para la comisión de nuevos hechos puni-
bles.

2) Por eso, el anteproyecto del Ministerio Público delimita el ámbito de lo
punible exclusivamente con criterios racionales como el bien jurídico reconocido
y la nociüdad social de las conductas. De esta manera la propuesta reduce el pe-
ligro de una falta de aceptación de reglas impuestas por valoraciones fuera del
ámbito auténticamente jurídico, o, con oüas palabras, el peligro de menoscabos
innecesarios para la autoridad de la ley.

3) Por eso, el anteproyecto del Ministerio Público fomenta la seguridad
jruídica en la República del Paraguay. Con esto establece también un clima favo-
rable para la cooperación política y económica internacional.

4) Por eso, el anteproyecto del Ministerio Público crea posibilidades de un
"autofinanciamiento" parcial de la adminisfiación de la Justicia Penal.

c) La eficacia

El nuevo Código Penal de la República del Paraguay debe ser eficaz. Esta
eficacia no se mide en marcos penales muy altos, sino en su efecto real, y empíri-
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camente demosfiable, sobre las conductas consideradas como nocivas O*u tofg t tr
bienes jurídicos.

1) Por eso, el anteproyecto del Ministerio Público utiliza wn técnica
legislativa moderna. Esta técnica facilita la interpretación y aplicación correcta
de las disposiciones de la ley. Más importante aún es la atención a las

consecuencias de los cambios necesarios del sistema ügente. Pa¡a da¡ un solo

ejemplo: las presunciones existentes en la legislación actual son inaceptables por
va¡ias razones, enfie ellas el principio de la presunción de inocencia. La
eliminación necesaria de las reglas corespondientes conllevaría lagunas de

punibilidad que se deben a dificultades de prueba y al principio de "in dubio pro
reo". Con el fin de eütar tales lagunas, el anteproyecto introduce nuevos tipos,
que describen delitos de peligro concreto u abstracto y que, por su naturalez4 son

más fáciles de comprobar.

2) Por eso, el anteproyecto del Ministerio Público anticipa los cambios

imprescindibles de otras partes del orden jurídico-penal y adecua sus reglas a las

necesidades de un combate coordinado contra la delincuencia.

3) Por eso, el anteproyecto del ministerio Público obliga a concentrar la
persecución peral en la lucha conüa las conductas delictivas verdaderamente re-
levantes. Con el fin de reducir la sobrecargapara todos los órganos de la perse-

cución penal y el sistema penitencíario, la propuesta opta por una despenaliza-
ción moderada de conductas bagatelarias y de üolaciones de reglamentos admi-
nistrativos. De esta manera, abre el camino para la creación de un sistema más

adecuado para el Fatamiento de estos comportamientos, como por ejemplo, un
sistema de confravenciones administrativas que aribuye a entidades administrati-
vas la competencia de sancionar una conducta correspondiente y limita la inter-
vención de la Adminisfación de.Justicia al conEol judicial de las medidas.

ry.

Al evaluar este anteproyecto - y los demás-, es imprescindible considerar
dos aspectos más.

a) Lafuüamentación de la interttención penal

Todo Derecho Penal se encuenfia frente a una paradoja. Para poder prote-
ger valores reconocidos por la Consütución, el legislador utiliza medios que, a su

vez, restringen estos mismos valores. Las prohibiciones y los mandatos cuya
üolación se castiga" reducen el ámbito del libre desarrollo de la persona, y cada

sanción consiste en la aplicación de un mal, como, por ejemplo, la privación de la
libertad, del patrimonio o del honor, vale decir, de derechos fundamentales. Esto

obliga a motiva¡ escrupulosamente cada intervención penal. Para esto no basta
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llama¡ la atención sobre el valor de los bienes protegidos; debe consid.}flsp
también el carácter de los medios empleados.

La concenfración de poder ineütablemente vinculada con un sistema pe-
nal, si bien es, en un principio, necesaria para el bien común, tiene ciertas debili-
dades: no solo el peligro de abusos por parte de un representante indiüdual del
Estado, sino también el peligro de que el sistema mismo tiende a convertir la re-
presión penal en una opresión estatal. Por eso, es necesario evitar cualquier
forma de "sobredos¿'s " de la intervención penal. Una tal "sobredosis" no protege
la sociedad, sino la desestabilizU ultimamente por ser considerada como injusta.
Enüe lo útil y lo justo hay que optar por lo justo, aunque sea solo porque, a la
l*gU sólo lo justo también es útil. En este sentido, es buena política criminal
solamente la que recuerda siempre el criterio de "in dubio pro libenate".

b) El carácter del Derecho Penal
como "ultima rüio" de la polltica social

La reacción frente a comportamientos y acontecimientos no deseables
suele ser el grito en pro de sanciones cada vez más duras. Sin embargo, esta
reacciór¡ muy entendible, oculta que el Derecho Penal no es la única vía de pro-
teger bienes jurídicos, y que muchas veces el Derecho Penal, enFe varias posibi-
lidades, es la menos indicada. Para cita¡ solo unos ejemplos: el cumplimiento ri-
guroso del mandato establecido en el artículo 54 CN protege la üda creciente
mucho mejor que la punición de uná emba¡azada con sus conflictos sin salida.
Una parte de la lucha contra la comrpción es una renr¡meración adecuada de los
fr¡nciona¡ios. Un sistema eftcaz de documentación de los vehículos coches dis-
minuye considerablemente el interés en el hurto de los mismos. La introducción
de r¡n sistema de encargados de la seguridad de lugares de trabajo ayudaría a pre-
vénir menoscabos para üda y el cuerpo.

La lista podría ser ampliada casi infinitamente. Pero arur así queda claro: si
bien existe una obligación constitucional de proteger los bienes jurídicos consa-
grados en la magna cartq esta obligación no se refiere al empleo de un solo y
determinado medio, en este caso del Derecho Penal sino al empleo de todos los
medios existentes con prelación absoluta de las medidas más idóneas. Con ofias
palabras: el Derecho Penal no es la única ni la primer4 sino la "ultima ratio" de
la política social. El reclamo de una intervención penal más amplia es rura reac-
ción populist4 pero, a largo plazo, es poco útil; además no es tan "ba¡ata" como
aparece, pues obliga a inversiones en la persecución penal que atienden a slnto-
mas de problemas sociales y no a las causas verdaderas de la delincuencia.

Con esto de ningura manera se adopta una postura abolicionista. El Dere-
cho Penal sigue siendo necesario, pero debe ser empleado racionalmente, con mi-
ras también a otras posibilidades de prevénción, y en forma concentrada:
"mubum, non multa!".

v
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La sistemática del anteproyecto sigue la diüsión clásica de la materia ¿B L 3

una Parte General y en una Parte Especial; además incorpora una breve Parte Fi-
nal dedicada a las reglas Fansitorias. Entre ellas, tiene especial importancia el ar-
tículo 3l I (PMP), pues ofrece la posibilidad de adaptar los marcos penales de las
leyes especiales existentes a las preüsiones de la Parte General.

La Pa¡te General del anteproyecto se ocupa de la ley penal. Contiene los
principios básicos, las reglas sobre la aplicación de la ley y alguna de las defini-
ciones legales más importantes. A continuación, la Parte General establece, en
forma sistemüica y coherente,los criterios de un hecho punible (cap. II), las pe-

nas (cap. III), las medidas de mejoramiento y seguridad (cap. IV), el comiso y el
despojo (cap. V) y, finalmente, como materias colindantes con el a¡ea procesal, la
instancia de la üctima (cap. VI) y la prescripción (cap. VIf.

La Parte Especial adopt4 en su sistemátic4la prelación de los bienes ju-
r{dicos establecida en la Constitución de 1992. Por eso, empieza con los hechos
pruribles conra la persona (cap. I) y sus bienes (cap. II). Enseguid4 se ocupa de

aspectos supra-indiüduales de la seguridad de la üda y de la integridad corporal
de las personas, por ejemplo en el a¡ea del medio ambiente. Después, el antepro-
yecto se dedica a los hechos punibles conra la conüvencia de las personas (cap.

IV). Siguen los hechos punibles contra las relaciones jurídicas (cap. V) y contra
el orden económico y tributario (cap. VI). Luego, el anteproyecto pasa al trata-
miento de los hechos punibles contra el Estado (cap. VII) y sus funciones (cap.

VIID para terminar con los hechos punibles contra los pueblos (cap. IX).

VI

Pa¡a demostra¡ su frdelidad al cometido de realizar los principios polltico-
crimirales antes mencionados. el anteproyecto del Ministerio Público reconoce y
fonnula" en sus primeros dos artículos, los principios básicos de todo Derecho
Penal. Estos principios emanan del reconocimiento de la dignidad human4 como
fundamento de la República del Paraguay, y de su constitución como Estado de

Derecho (artlculo I CN). Y sirven tanto de criterio para la validez como de guía
para la interpretación y aplicación de todas las disposiciones del Código Penal y
de las leyes penales especiales. Nos referimos a las garantías de la legalidad ma-
terial (artículo I PMP); la racionalidad de los fines y límites de todas las sancio-
nes penales, sean penas o medidas (artículo 2, inc.l PMP); la dependencia de

cada pena de la reprochabilidad, idea conocida como "principio de culpabilidad"
(artículo 2, inc.2 PMP), y la correspondencia de cada medida de seguridad o

mejoramiento con el requisito de la proporcionalidad de cada acción estatal
(artículo 2, inc. 3 PMP).

a) 'El principio de "nullum crimen, nulla poena sine lege scripta, sfficta
et praevla"
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El artículo I (PMP) consagra, con validezpura el Derecho Penal de fondo,
el principio "nullum crimen sine lege scripta, stricta et praevta', QU€ rige para
todo tipo de conducta -acción u omisión- y pa,ra todos los elementos que definen
los presupuestos y el contenido de una sanción penal.

La Constitución ügente frata esta materia" en conjunto, con una garantía

procesal, es decir, con la prohibición de condenas sin juicio preüo. El a¡tículo
17, numeral 3, establece que el juicio preüo a una condena debe findarse en una
ley anterior al hecho del proceso, siempre que no se haya inüoducido después del
hecho una "lex poenalis mitior" (artículo 14 CN). Y el a¡tículo I I CN garantiza
que nadie puede ser "privado de su libertad fisica ... sino mediando las causas y
en las condiciones fijadas por esta Constitución y las leyes". Aún cuando esta úl-
tima regla sea, en primer lugar, una prohibición de privaciones de la libertad

fuera del a¡ea del Derecho Penal e, indirectamente, un permiso constitucional
para el empleo de sanciones penales privativas de la libertad, también forma parte

de la materia aquí relevante.
El Fatamiento del principio de legalidad junto con garantías procesales se

explica por ciertos detalles en el desa¡rollo histórico de su codificación y no se-
ñala la voluntad de cambiar su natrualezaverdadera. De acuerdo con su origen, el
principio de "nullum crimer¡ nulla poena sine lege" pertenece a la esfera del De-
recho Perul maerial. La reglamentación de la materia "crimen" y "poena" es,

natrualmente, también fundamento del juicio y de la condena, pero no porque
defina elementos del procedimiento mismo, sino porque es el objeto que se aplica
en el procedimiento. La diferencia sé nota claramente: pueden acontecer proce-
dimientos sin "crimen" (que luego terminan en una absolución), y es posible un
"crimen" sin procedimiento por falta de conocimiento de terceros. Al condenar,
el juez no crea o constituye, sino sólo constata. O, con las palabras del artículo
63 (CN 1967), "declara" la punibilidad de un hecho que ya existe, porque este
hecho cumple con ciertos requisitos descritos en la ley penal de fondo. Además,
estos requisitos jurídicos surten efectos materiales, como por ejemplo en el con-
texto de la legítima defensa o de la indemnización civil.

Por consiguiente, y de acuerdo con la radición establecida en los artículos
53 y 54 del Código Penal todavía ügente, el anteproyecto del Ministerio Público
repite la garantía constitucional para el ámbito del Derecho Penal de fondo y
propone ula fórmula destinada a delinear con claridad todos los campos de apli-
cación. Para lograr este objetivo el nuevo texto tiene que ser más explícito que la
reglamentación hasta atrora existente.

Partiendo de los artículos 17 (num. 3) y la CN 1992 los artículos 53 y 54
CP 1914 ya son pasos importantes en la correcta dirección. Con razón se refieren,
expresa y separadamente, tanto a la cualificación jurídica de acciones y omisio-
nes como a la correspondiente reacción con una pena; además señalan que la
protección frente a castigos en base a una ley sólo ex post factum ügente no es la
única garantía que pretenden establecer. Sin embargo, los textos son inecesaria-
mente repetitivos y¡ €n cuanto al uso de la palabra "criminal", también contradic-
torios. AJ lado de este aspecto de lenguaje de la ley hay oFo material: el Código
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Penal vigente todavía no adapta la riqueza contenida en la expresión clásicu ¿"ir915
idea, inroducida a principios del siglo pasado por Anselm von Feuerbach, al de-
sa¡rollo moderno del pensamiento penal y constitucional.

En primer log*, es importante que la garantía se refiera tanto a rcdos los
presupuestos de la punibilidad de un comportamiento humano ("crimenl' en el
sentido de Feuerbach) como a todos los criterios de la reacción penal corres-
pondiente. Por consiguiente, y debido al desa¡rollo de la política criminal, es im-
prescindible ampliar el concepto de "poena" en la terminología del autor citado,
para poder abarca¡ no solo cada pena en sentido estricto de la palabrq sino tam-
bién cada medida de mejoramiento o de seguridad. Esto es imprescindible porque
las meüdas contienen restricciones de derechos fundamentales todavía más rigu-
rosas que una pena clásica; como reacción a un "peligro", dependen de una prog-
nosis de rur comportarniento futuro. Por eso, el a¡tículo I PMP utiliza la palabra
"sanción" como concepto genérico para pena y medidas.

"Crimen" y "poena" -esto es el núcleo de la garantía- deben fundamen-
tarse, necesariamente y sin excepción alguna en una "lex" que debe ser "scripta,
stricta et praeüa": Todos los elementos de la punibilidad y de la reacción penal

misma reclaman su determinación exacta por reglas jurídicas con carócter de ley
y con vigencia antertor alarealízación de la conducta.

Por consiguiente, el principio tiene dos destinatarios. Dirigido al legisla-
dor, prolnbe inroducir leyes penales de formulación inprecisa y con ügencia re-
üoactiva. Y con miras al juez, obliga a abstenerse no sólo de aplicar ura ley vaga
o retroactiva, sino también de fundar'una condena en una base que no sea una ley
en el sentido constitucional, como el mero derecho consuetudinario, una analogía

"in malam partem" o una orden del Poder Ejecutivo.
De las tres concresiones del principio, la legislación ügente recoge con

claridad la prohibición de leyes penales reuoactivm. Menos claridad existe res-
pecto al requisito de reglas con ca¡ácter de ley en sentido constitucional, es decir,
respecto a la prohibición de fundar la punibilidad en el derecho consuetudinario,
o en una analogí4 o en reglamentaciones que emanan del Poder Ejecutivo sin el
respaldo explícito de una ley. Y lo que menos cla¡o queda es la prohibición de

leyes carentes de exactitud en la descripción de los hechos punibles y de las san-

ciones.

No es, naturalmente, nada fácil cumplir con esta exigencia. Pero esta difi-
cultad no puede ser utilizada como argumento conEa la garantía. Como Hans

Welzel dijo, con base en su experiencia con la perversión del orden jurídico du-
rante el "Tercer Reich": mucho más grave que el peligro que stuge de la analogía
es la amenaza representada por leyes penales indeterminadas. Y esto es así, pues

a diferencia de oEas lesiones del principio, este peligro es menos üsible: una ley
irdetermirnda oculta la ausencia de una base sólida para la punición. Por eso,

es sumamente importante la referencia del artículo I PMP a la necesidad de re-
quisitos legales "claramente" establecidos. La ley penal puede utilizar, de acuerdo

con la complejidad de la materia a reglamenta\ conceptos abstractos, pero
nunca vagos. Lo que el legislador no puede describir con exactitud no puede ser
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base de una punición. El anteproyecto sigue este camino ofreciendo; sobre trtrf 6
en la Parte Especial, una serie de definiciones destinadas a aclara¡ el contenido
de los conceptos utilizados.

El rango del principio de la legalidad material justifica agregar unos argu-
mentos constitucionales.

Desde el punto de üsta del iüividuo, leyes penales de contenido exacta-

mente definido son imprescindibles para la orientación del futuro comportamien-
to de acuerdo con los límites de la libertad general. Un Estado que reacciona con
una pena a una conducta, sin haber ofrecido antes al hombre indicadores de

orientación en forma de reglas cla¡amente establecidas, castiga por no haber
visto lo que no hubo; quita a la persona humana su cualidad de ser responsable y
la Eata como mero objeto de su supremacía. Por eso, el principio de "nullum cri-
men, nulla poena sine lege" se fundamenta directamente en la dignidad humana
y, con esto, en el valor supremo de la Constitución.

Adoptando un punto de üsta supra indiüdual, se nota otra fuente del
principio que es la idea del Estado de Derecho, para cuya realización es impres-

cindible eütar toda a¡bitra¡iedad en el empleo de la fuetza estatal.

Un medio de lograr esta finalidad es la diüsión de poderes. Por eso, hay

que excluir la posibilidad de que el juez" con su tarea de resolver un caso indivi-
dual de acuerdo con una ley ya dada, sustituya al legislador, con su responsabili-

dad para rura decisi6n general que se aplicará luego, en el futuro, Y Por otros ór-
ganos, a todos los casos con las mismas ca¡acterísticas. Al lado de esta funda-
mentación, vinculada con el concepio de una democracia representativ4 existe
otro aspecto de índole político-criminal: La polltica del dla y el escándalo pú-
blico (real o manipulado) respecto a un caso concreto son malos consejeros (no
sólo para el juez, sino también y especialmente) para la legislación. Una nz6n
más para hacer imposibles l.eyes penales 'ad hoc' ! 'ex post factum".

Para resumir, el conjunto de los argumentos no permite otra solución que

la del artículo I PMP: el principio de "nullum crimen, nulla pena sine lege

scripta" stricta et praevía" debe ser incorporado enteramente en la nueva legisla-.

ción penal.

b) El principio de racionalidad

En cuanto a la finalidad de las penas y del Derecho Penal en general, la
Constitución de 1992 no deja al legislador ordinario ningun marco de discrecio-
nalidad: el ardculo 20 CN opta por la protección de la sociedad y la readaptación
de los delincuentes.

Por un lado, esta decisión establece wn prohibición constitucional -vale

decir, absoluta e vinculante- de incorporar en el nuevo Código Penal rasgos re-
tributivista^s o rasgos de la prevénción general "negativa". Esta prohibición de-

muesfia la voluntad de combatir los efectos criminógenos de las posturas radi-
cionales. Cada sanción penal es -por su natr¡raleza como restricción de derechos

fi¡ndamentales- un mal, en su caso ciertamente "merecido". Sin embargo, impo-
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ner un mal por un mal no elimina el dario ya realizado y dirige la vista exclusi-
vamerüe al pasado, en vez de atender, por lo menos también" a la necesidad de

ejercer una influencia sobre conductas futuras. Y la idea de impedir conductas
futr¡ras mediante la amenaza de la ejecución de una pena demuestra falta de res-
peto a la dignidad de la personq que se utiliza como mero objeto de demostra-
ción. Además, conlleva mecanismos de acostumbramiento que fomentan un au-
mento constante de duración y severidad de las sanciones y terminan en el error,
por parte de la ciudadanía, de creer que la acción estatal, que emplea solo la du-
reza y la intimidación frente a una persona delincuente, es tan "normal" que

puede servir como guía en la relación de los ciudadanos entre sí.

Por el oEo lado, la decisión muy sabia de la Convención Nacional abre el
rurico camino üable para la protección de la sociedad. El punto de partida es que,

reconociendo criterios de realismo en vez de ideología, es limitada la capacidad
del Derecho Penal de prevénir ciertas conductas humanas. Por eso es imprescin-
dible minimiza¡ los efectos negativos y combinar las posibilidades de la prevén-
ción general "positiva", q\e consiste en la reafirmación de la validez factica de

las normas de conducta,, con la prevénción especial dirigida al delincuente indi-
üdual. Pa¡a evitar un malentendido: el progreso de técnicas meramente represi-
vas hacia esfuenos realmente prevéntivos no significa menos seguridad para el

ciudadano. Una pena privaüva de libertad siempre abarca efectos protectores, y la
prevénción especial no excluye verdaderas medidas de seguridad. El antepro-
yecto del Ministerio Público lo demuestra suficientemente, no solo mediante su
a¡tículo 2 (inciso 2), sino también'y sobre todo, con el capítulo IV de su Parte
General.

c) El principio de "nulla poena.sine culpa"

Oro fundamento del anteproyecto del Ministerio Público es -utilizando
nuevamente una fórmula neolatina- el principio de "nulla poena sine culpa".

La Constitución ügente recoge esta materia en forma indirecta y en com-
binación con una garantía procesal: Como lo estableció el artículo 63 CN 1967

con todavía más claridad, la ley reputa inocente a quien no haya sido declarado
culpable en virn¡d de condena de juez competente. La presunción de inocenci4
ahora oonsagrada en el a¡tículo 17 (nunr. l), tiene su campo de eplicación, en
primer lugar, en el procedimiento penal. Sin embargo, la regla constitucional se-

ñala también la necesidad de un presupuesto material de cada pena: la culpabili-
dad.

l) La pena se distingue de otras formas de reacción estatal porque es ex-
presión del reproche ético-social más grave posible que, precisamente por este

contenido, se puede hacer sólo a un inüüduo y sólo con motivo de la lesión de

una norna de conducta. Por más grave que sean la naturalezay las consecuencias

de esta lesión, larazón de ser, la justificación y el contenido del reproche perso-

nal es que el hombre no ha respondido a los deberes a él impuestos por las
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prohibiciones y mandatos del Derec ho a pesar d.e haber podido ,rrOi)rDr|g
Reaccionar con una pena -a diferencia de la reacción con vna medida con base
(sólo) en la antijruidicidad de la conducta- sin respetar la barrera establecida por
la incapacidad de motivarse según la norma lesionada significaría castigar al
ciego por tn haber visto; degradaría a la persona humana al status de irrespon-
sabilidad genérica y a ser un mero objeto de la fuerza estatal. Por eso, el principio
de "nulla poena sine culpa" es oüa concresión de la dignidad humana qae -como
esta- merece ser respetada en el Código Penal.

En este contexto no hay que ocultar que, en la discusión internacional, de

vez en cuando se habla de una "crisis del principio de culpabilidad", por la dfi-
cultad de comprobar, sea generalmente, sea en un caso concreto, la capacidad
de motivarse según una norm¿. Pero hay también que reconocer que no han

tenido éxito las tendencias de reemplazar el Derecho Penal de culpabilidad por
otros sistemas, porque en la realidad de la práctica nadie quiere apartarse, por lo
menos, de los resultados que conlleva el principio de culpabilidad. La razón es

que, a pesar de todas las diferencias teóricas respecto a la fundamentación de la
pen4 nadie está dispuesto a renuncia¡ al contenido garantizador del principio.
Sea fundamento, sea límite de la pen4 la culpabilidad como tal es indispensable.
Esta afirmación, recogida cautelosamente en el artículo 2 (inc. 2) PMP, se apoya
también en la experiencia de que penas aplicadas sin atención a la posibilidad de

rur reproche personal se consideran como injustas, y que así se conüerten en un
argumento contra tal sistema y, a la larga, contra el Estado a quien este sistema
representa.

2)Laprohibición de imponer penas sin culpabilidad se refiere también a la
imposición de una pena que excede el reproche posible. Toda la a¡dua ta¡ea de

fijar marcos penales (y de medir una pena concreta) no sería posible sin este

punto de referencia. Posibilidad de un reproche ("culpabilidad") y peso del re-
proche son los llmites absolutos de cada pena.

3) La importancia de todo esto se puede apreciar muy fácilmente al con-
sultar el Código Penal ügente. Este código define la pena en su artículo 51,

como mal que se impone "al culpable", y utiliza esta palabra en varios otros
contextos así como enlos artículos 4,6, 17,30 inc.6",3l inc. llo y l3o y 61.
Además se refiere -en algunas disposiciones como el a¡tículo 2l tnc.2"- a obs-

táculos insuperables para la motivación correcta; de esta manera reconoce, en un
principio, la existencia y necesidad de la culpabilidad como presupuesto de la
punibilidad de una conducta antijurídica.

Sin embargo, no existe en el Código ninguna definición coherente de la
culpabilidad. En cuanto a los detalles de la reglamentación, se aprecia rura ternri-
nología poco homogénea, que implica gran inseguridad respecto al contenido y
consecuencias de este elemento. Además, se encuenFan disposiciones en clara
di¡esrdensin csn lon roquieitoÉ dE ln copoeidnd de m6$vnelén rcgún ln nsnr¡n lc.
sionada. Por ejemplo, el artículo 17 CP parece permitir habla¡ de un "culpable"
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en el caso de un error de prohibición o de un mandato absolutamente invencible.

¿Con razón? Y para dar otro ejemplo, el artículo 18, inc. 3o, exime de la respon-
sabilidad criminal a ula persona que comete un delito bajo la influencia de una
enfermedad mental que le ha privado del uso de sus facultades irtelectuales.

¿Significa esto que no hay lugar para tal exención si la enfermedad ha quitado a
la persona el uso de sus facultades volitivas, es decir, de la capacidad de extraer
la consecuencia para su conducta de un conoci¡niento intelectualmente todavía
posible?

No es este el lugar indicado para profundizar en el análisis crítico de la
legislación penal actual. Pero, atn así, consta: el principio de "nulla poena sine
culpa" es el "none" para la reforma del Código Penal ügente y para este ante-
proyecto. Basta consultar, junto con el artículo 2 (nc. 2),la reglamentación del
error de prohibición; la diferenciación enüe los casos sin reproche y una mera re-
nuncia al reproche posible; la posibilidad de optar por una mera eximición de la
penq por razones supra-indiüduales de la política-criminal, sin apartarse del
juicio de la reprochabilidad indiüdual de la conducta y, naturalmente, toda la di-
cotomía de penas y medidas.

4) Una consecuencia práctica del principio aquí tratado para la configura-
ción de la Parte Especial es la prohibición de penas absolutas que no permiten
fijar la pena concreta de acuerdo con el grado de la reprochabilidad indiüdual.
Con oüas palabras, las disposiciones sobre las conductas delictivas üenen que

combinarse con marcos penales adeéuados al ilícito, pero indicando ma,ximos y
mínimos que determinan la competencia del Juez en la medición de la pena.

5) Sólo para evitar malentendidos: no se admite una inversión del princi-
pio en el sentido de "nulla culpa sine poena". LJna cosa es tener un derecho, y
otra tener que ejercerlo. Con las palabras de Immanuel Kant, en el Estado lego (a
diferencia del Estado ideal, "de Dios") no es la justicia absolut4 sino la
"sabiduría penal del gobernante" la que decide sobre si la pena se emplea siempre
y sin excepción alguna cuando lo legitime la existencia de culpabilidad. Con
oras palabras, no eúste inconveniente jurídico si el Estado quiere prescindir de

una pena perfectamente legítima por dudar, respecto a ciertas categorías, de casos

de su utilidad gomo medio regulador social, o por disponer de alternativas de in-
tervención con eficacia todavía mayor.

d) El principio de proporcionalidad

El principio de culpabilidad se refiere a la relación "causa-medio " que

existe enüe hecho y sanción. Sin embargo, también existe la relación 'medio-fi-
nalidad'que da lugar al principio de la "proporcionalidad" de las sanciones pe-
nales, principio consagrado en el artículo 2 (inc. 3) PMP.

Este principio tiene larga radición. Aparece ya en los pensamientos de

Beccaria, y luego se encuentra en el artículo 8 de la Declaración francesa sobre
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los Derechos Humanos del 26 de agosto de 1789: "La Loi ne doit établir que de
peines strictement e éüdemment nécessaires". La terminología constitucionalista
moderna habla de la pena como "ultima ratio" de la política social. Fundamento

de esta fórmula es la idea general del Estado de Derecho que establece, para toda
la esfera del Derecho Público, el principio de la proporcionalidad en el sentido
siguiente: las medidas que el Estado adopta para lograr sus fines legítimos deben

mantener una relación equilibrada entre el valor del fin propuesto y el valor de

esta parte de la libertad general que con la introducción del medio se sacrifica.
Concretamente, se prohibe justificar la intoducción o aplicación de una

ley penal con el argumento que la pena correspondiente al grado del reproche no
basta¡ía para lograr el fin de la readaptación social.

El principio mencionado también forma una parte del Easfondo de la co-
rriente internacional de una "despenalización" no sólo en cuanto a delitos de ba-
gatela, sino también en campos de intervención administrativa. Por ejemplo, en

materia de circulación o en ciertas a¡eas de la economía, reacciones no penales,

en forma de sanciones administrativas, pueden considera¡se suficientes para lo-
grar los fines político-criminales.

Sin embargo, el núcleo dela aplicación del principio son las medidas de

mejoramiento y seguridad, como sanciones destinadas al combate de conductas
nocivas en el futuro. Como estas medidas no dependen de la realización de una

conducta reprochable, ésta no puede servir de criterio cuantitativo de la sanción.
Esto conduce a la necesidad de incorporar otro límite que es el peligro a comba-
tir, por un lado, y la gravedad de la intervención, por el otro. En esta situación, el
principio de proporcionalidad sirve como salvaguardia contra la aplicación de
medidas que, con miras al peligro, sl son útiles, pero también excesivas. Trata¡
un caso de cleptomanía respecto a objetos de escasísimo valor mediante de un
internamiento de muchos años no sería lícito, aunque fuera la única forma de

elimina¡ esta causa del comportamiento antijurídico. El artículo 3 (inc. 3) PMP

sirve como una medida necesaria y útil frente al peligro de excesos en la reacción
estatal.

e) El principio de humanidad

No üene como sorpresa que el anteproyecto no menciona en forma ex-
presa el principio quizás mas importante: la dignidad de la persona y su contra-
partidq la prohibición de un tratamiento i¡rhumano de todas las personas, sean

delincuentes o no. Pero no es necesaria la referencia al valor más alto de la
Constitución cuando el nuevo Código Penal contiene todas las concresiones de la
idea general pertinentes para el rimbito del Derecho Penal de fondo. Para men-
ciona¡ solo dos ejemplos: la supresión de la pena de muerte, de acuerdo con el

a¡tículo 4 (parágrafo.2) CN, o de ofias sanciones crueles o degradantes, y las
pautas para el contenido de la pena privativa de libertad. Además hay que recor-
dar el artículo 137 (inc. l), que reafirma la supremacía de la Constitución yn con
ellq de su artfoulo pdmero.
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Una vez establecidos los principios básicos que rigen toda la legislación
penal material en el capítulo I de la Pa¡te General, el anteproyecto Eata,. en las

siguientes secciones, va¡ios aspectos de la aplicación de la ley penal.

a) Aplicación de las disposiciones generales y aplicación de la ley en el tiempo

Con el fin de conservar la unidad del Derecho Penal material, el artículo 3

PMP extiende, por regla general, la validez de las disposiciones generales al

campo de las leyes especiales. De acuerdo con lo expuesto sobre la necesidad de

una reforma global y coherente del orden jurídico penal, esto conlleva también la
necesidad de adaptar esta legislación al estanda¡d del nuevo Código Penal.

El artículo 4 PMP exüae, en forma detalladq las conclusiones de los artí-
culos l7 (num. 3) y la CN repecto a la prohibición de leyes reüoactivas con
efectos desfavorables para el afectado.

b) El Derecho Perul llamado 'irüernacionalo

El Derecho Penal llamado -erróneamente- "internacional" contiene, en
realidad, las reglas nacionales sobre la aplicabilidad de la ley penal paraguaya
(artículos 5 y ss.) a hechos punibles óometidos con relación al extranjero.

Partiendo de definiciones exactas del lugar y del tiempo de la realización
de un hecho punible (artículos 5 y 6 PMP), las siguientes disposiciones del ante-
proyecto realizan los principios de tenitorialidad, de protección de los intereses
paraguayos y de universalidad. Mediante una enumeración exacta de las disposi-
ciones involucradas, estas reglas establecen, de acuerdo con el principio de la le-
galidad material, la claridad necesaria no solo para la administración de la justicia
penal en el Paraguay, sino también para el ámbito de la asistencia jurídica inter-
nacional.

Una inovación importante -y un buen ejemplo para el area internacional-
es la introducción de la idea del principio procesal de "ne bis in idem" en la re-
glamentación material de la aplicabilidad de la ley nacional: se toma en conside-
raciór¡ respecto al mismo hecho punible, una condena ejecutada, prescripta o in-
dultada en el extranjero.

c) Las definiciones legales

La sección referida a "definiciones" pertenece al ámbito de los esfuerzos

de cumplir con las necesidades de una "lex stricta". Esta técnica legislativa
permite la formulación de reglas más concisas y facilita la interpretación de ellas.

Pa¡a evita¡ una sobrecarga de la enumeración de definiciones en el artículo 13
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PMP, y para mantener la coneúón con la materi4 el anteproyecto contiene otras
defrniciones de aplicación más reducida en el ámbito de la Parte Especial.

La clasificación -en el artículo 12 PMP- de los hechos punibles refleja la
decisión de eliminar la persecución penal de bagatelas y de remitir las faltas al
rimbito de las conüavenciones adminisfativas o de la Justicia de Paz. Además
permite acortar rma serie de disposiciones de la Parte General.

VIII

El segundo capítulo de la Parte General Eata todos los presupuestos de la
punibilidad. Se ocupa, en primer lugar, del hecho punible consumado cometido
por una persona que actua por sí sola. La segunda sección se refiere a la tentativ4
y la tercera atiende a la posibilidad de que el hecho punible sea cometido por una
plualidad de participantes.

a) I-as presupuestos de la punibilidad

Los artículos 14 y siguientes PMP no solo enumeran todos los presupues-
tos generales de la punibilidad de una persona por haber realizado un hecho pu-
nible consumado descrito en la Parte General; también reflejan cla¡amente el ca-
rácter de cada uno de los presupuestos de una reacción penal y su coherencia in-
terna en el sistema de tipicidad, antijuridicidad, reprochabilidad y condiciones
objetivas de pruribilidad. La nueva'terminologla se debe a las necesidades de
precisión. Por ejemplo, el término "reprochabilidad" reemplaza al término
"culpabilidad" solo pua evitar confusíones enü.e "culpa", en el sentido de un re-
proche emergente de la "capacidad de motivarse según la norma" - requisito de
toda punición! -, y "culpa" en senüdo de rura clase de delitos que se distinguen
de los dolosos por ser "culposos".

I) Omisión de evitar un resultado

La conducta humana tiene siempre, fuera o dentro del campo del Derecho
Penal, dos formas distintas: la acción y la omisión, vale decir, la realización de

rura acción y la falta de realización de una acción por parte de un sujeto capaz de

realiza¡la. Por consiguiente, el legislador tiene que sacar las consecuencias de

esta realidad y diferenciar, en las descripciones del comportamiento punible, los

delitos de acción y los de omisión.
En cuanto a la tipificación de omisiones de eüta¡ un resultado descrito en

un tipo legal de acción existen dificultades que conllevan un conflicto grave entre

el principio de legalidad y los reclamos de la política criminal que el antepro-
yecto soluciona en su artículo 14.

Por un lado, la legislación radicional no conoce, con pocas excepciones,

tipos especiales que se refieren expresamente a la omisión de eütar un resultado,
cuyo causación forma el núcleo de los elementos de un tipo de acción. Por el otro

,,)
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lado, no se puede aplicar, sin más, el ma¡co penal preüsto para la causación de

rur resultado a cada omisión de eütarlo: la gravedad del injusto - el "disvalof' -
de la üolación de un mandato es, "ceteris paribus" , siempre menor que aquel de

una prohibición; pues una prohibición quita al sujeto de la obligación solamente
una opción de conducta y no, como en el caso de un deber de acfua¡, todas las

demás. Por ejemplo, un deber de salvar una vida no deja al sujeto de la obliga-
ción ninguna alternativa de actuar; en el caso de la prohibición de mata¡ queda

r¡na multitud casi infinita de opciones. Con otras palabras, la aplicación del
marco penal preüsto para la causación del resultado a la omisión de eüta¡lo se

justifica solo en algunos casos: cuando el injusto de la omisión es, en general, y
no solo en el caso concreto, tan grave como el de la causación. Por ejemplo, el
marco penal preüsto para el homicidio por acción (artículo 103 PMP) cones-
ponde a la omisión de eütar la muerte de otro solo cuando la persona que omite
no es un indeterminado "el {ue", sino alguien cercano al bien jurídico concreto,
como la madre o el padre o el guardaespalda, u otro "garante" de la üda de la
víctima. Cuando la ley no contiene una descripción clara (artículo I PMP) de los
garantes, existe -a pesar de todas las exigencias de la política criminal- una lagu-
na respecto de la punibilidad.

La consecuencia legislativa sería la introducción, en la Parte Especial, de

una serie de tipos de omisión al lado de los de acción. Sin embargo, la amplitud
de esta tarca conlleva tantas dificultades prácticas que, hoy por hoy, se ha optado
por una reglamentación de la materia en la Parte General. Hasta el momento en
que las dificultades puedan ser super'adas mediante soluciones indiüduales en la
Parte Especial, el anteproyecto ofrece wa regla, que permite a la ciencia y la ju-
risprudencia elaborar, en tres pasos, los tipos de omisión necesarios: l. se trans-
forma el tipo de acción ('el que causare el resultado del artículo x") en uno de

omisión ('el que omitiere evita¡ el resultado del artículo t'');2. se averigua en

todo el orden jurídico la existencia de uno o unos mandatos que obligan a eüta¡
precisamente el resultado aquí relevante y 3. se reemplaza el "el que" por el su-
jeto de tal mandato solo cuando la üolación de este mandato constituye, en gene-
ral, el mismo peso de injusto, o "disvalofn, como la üolación de la prohibición
que forma el punto de partida de la operación.

Es este último y decisivo requisito el que distingue la regla aquí introdu-
cida de las oüas hasta ahora sugeridas: ellas llevan a la punición indiscriminada
de la üolación de todo deber de actuar. No se dan cuenta de que la üolación, por
ejemplo, de un deber "secunda¡io" (como el que surge de un contrato ciül o el
mero hecho de haber causado, sin dolo ni negligenci4 el peligro del resultado
luego no eütado, o "ingerencia"), no merece el castigo que colTesponde al
marco penal de un delito de acción.

2) Actuar en representación de otro

El ardculo 15 PMP atiendE en forma general al problema de aquellas per-

sonas que, como indiüduos, no son las destinatarias de la norma üolada" porque
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actuan en representación de otros que son los verdaderos destinatarios de la 
"blp 

I4
gación. Cuando los representados son personas fisicas, hay poca posibilidad de

aplicar al "representante" una ley penal; siendo personas juídicas, ninguna.
La solución aquí adoptada amplía la formula del proyecto esparlol. El inci-

so 2 prepara ya el terreno para las necesidades del futuo, en que la protección de

los bienes juídicos en el ámbito de mayores entidades o empresas solo puede

asegurarse mediante un sistema de encargados de la seguridad del cumplimiento
de normas sobre la seguridad del lugar de rabajo o el pago de impuestos. Aunque
estos sistemas, quiás, todaüa hayan de ser establecidos, la inblusión de la regla
permite acompar'iar este proceso desde su inicio.

3) Conducta dolosa y culposa

Para proteger los bienes jruídicos no siempre basta la punición de conduc-
tas "dolosas", que se caracterizarr en su parte subjetiva -al menos- por la repre-
sentación de todas las circunstancias objetivas del tipo legal. Tampoco sería po-
sible la punición de todas las causaciones no-dolosas, pues terminaría toda la
üda social. Por eso hace falta busca¡ en el campo de las causaciones de un resul-
tado una línea de separación entre "accidente" (o caso fornrito) e "injusto". Este

último ámbito es el de los delitos "culposos". Como por razones de política
criminal no puede inroducirse un delito culposo al lado de cada conducta dolosa

delictuosa, su existencia debe ser señalada expresamente en la ley.
Con referencia a eso, y con el fin de abrevíar los a¡tículos de la Parte Es-

pecial, el a¡tículo 16 PMP aclara que las conductas punibles descritas en la Parte

Especial se entienden siempre como dolosas, salvo que la ley prevéa expresa-
mente la punibilidad de una conducta culposa. Por ejemplo, el artículo 103 PMP
se "lee" como "el que con dolo matare a otro..."; el homicidio culposo está es-
pecialmente preüsto en el Artículo 105 PMP.

Pa¡a advertir ya algo acerca de la técnica legislativa en l¡ Parte Especial:
cuando la conducta típica presupone determinadas formas del dolo o elementos

subjetivos adicionales, el artículo conespondiente lo señalará mediante expresio-
nes especiales como, por ejemplo, "a sabiendas", "con el fin de" etc.

4) Error de hecho y error de prohibición

En las modernas legislaciones se ha suprimido la llamada "teoría del
dolo" en favor de la "teoría de culpabilidad". De acuerdo con esta última, los
artículos 17 y 22 PMP representan la consecuencia legislativa de la diferencia
enüe el dolo "de hecho" y el conocimiento de la antijuridicidad. El "dolo de

hecho" pertenece al ámbito de la tipicidad. Consiste en el saber y querer rcalizar
solo aquellas "circunstancias" del mundo fuera del autor que corresponden a los
elementos que, segrur su descripción legal, forman el tipo objetivo del hecho pu-
nible. (El üpo subjetivo, en cambio, abarca realidades en el interior del autor, ta-
les como conocimientos, intenciones etc.). El corncimiento de Ia antiJurldlcidad
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del hecho (doloso) pertenece al campo, totalmente distinto, de los presupuestos

de la capacidad del autor de motiva¡se según la norma: el de la reprochabilidad.
De acuerdo con las técnicas de una legislación modern4 rn hace falta una

definición positiva de estos presupuestos de la punibilidad. Basta reglamenta¡ las
consecuencias de la ausencia de sus requisitos intelecfuales:

aa)Lafalta del conocimiento de las "circunstancias" del tipo objetivo del
hecho punible, o "error de hecho", significa falta de dolo y excluye consecuen-
temente la tipicidad del comportamiento. Sin embargo, la falta de punibilidad por
r¡n hecho punible doloso no impide la subsunción de lo realizado bajo los requisi-
tos de rn hecho punible culposo, si este está preüsto en la Parte Especial.

bb) La falta de conocimiento de la antijwididad del hecho (en su caso do-
loso) realizado, o "error de prohibición", significa la necesidad de investigar su

evitabilidad, pues no es, de por sí, siempre irrelevante ni siempre relevante. El
anteproyecto rechaza, -junto con la obsoleta disyuntiva "error de hecho-error de

derecho"- tanto la tesis "error iuris semper nocet'' (lesión del principio de repr-
ochabilidad) como la del dolo "malo" que también, en caso de errores de prohi-
bición fácilmente eütables, descarta el castigo por un hecho punible doloso, lle-
gando así a consecuencias inaceptables desde el punto de üsta de la política
criminal.

5) Causits de justificación

Los artículos 18,19 y 20 ordenan, en forma nueva, las causas de justifica-
ción. En especial, contienen una reglamentación del "estado de necesidad" que

distingue enEe casos de justificación (artículo l9).y casos de una mera renuncia

al reproche (artículo 25).

6) Reprochabitidad y reproche

El anteproyecto PMP atiende en forma muy estric ta a la realización del
principio de culpabilidad llamado aquí de "reprochabilidad": puede aplicarse
r¡na pena solo a aquel autor de un hecho antijurídico (artículo 13, inciso l, nume-
ral 7) que, en el momento de realizar este hecho, ha sido capca de motivarse se-
gún la noruna lesionada.

La incapacidad se da en todos los casos de un error de prohibición inven-
cible (artículo 22) y, en un principio, en todos los casos de imposibilidad de

comportarse de acuerdo con el conocimiento actual o posible de la antijuridicidad
del hecho. Debido a las dificultades de aclarar, en cada caso concreto, la parte

volitiva de la capacidad de obrar según la norm4 el anteproyecto se ve obligado a
limitar la exclusión de la capacidad a cuatro causales al alcance de las ciencias

que, en la realidad procesal, proporcionan la prueba necesaria.
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Como la capacidad de motivarse segun la norma tiene que darse en el00 2 6
tiempo de la realización del hecho, no hay lugar para una regla general sobre la
"imputabilidad". Lo que sí es necesario es una presunción legal de la falta de la
capacidad de motivarse según la norma para los menores de una cierta edad. El
artículo 2l PMP fija la mayoría penal provisoriamente en catorce años. La res-
puesta definitiva a la cuestión de este límite no depende de aspectos doctrinarios
sino exclusivamente de la existencia de un sistema educativo y protector aplica-
ble a la persona menor del límite respectivo -sea 14, 16, l8 o 20 arios- cuando
comete hechos antijurídicos en el sentido de esta ley. Con oüas palabras, la so-

lución definitiva puede encontrarse solo en coneúón con la elaboración de un
Código del Menor, acomparlado -quizás- por una Ley Penal y Procesal-penal Ju-
venil. En el contexto de esta reforma" parece necesa¡io elabora¡ un sistema de

reacciones no puniüvas y de "diversión".

b) La tentüiva

Las reglas sobre la punibilidad de la tentativa (artículos 26 y ss. PMP) dis-

tinguen enüe los presupuestos de la tipicidad y de la renrurcia a un castigo de una

tentativa reprochable.
De acuerdo con la fundamentación de la antijuricidad en la üolación de un

deber, y no en la causación de un resultado, corresponde a la tentativa inacabada

una reducción obligatoria de la pena de acuerdo con el grado de la ejecución. La
tentaüva acabada nunca merece unareducción de la pena: una vez realizado en su

totalidad el plan de acción del autor el acontecimiento del resultado es puro azar.

Y no se puede castigar en base de algo fuera del dominio de la persona.
Bases de la renuncia a una pena pueden ser el desistimiento de la tentativa

inacabada y una conducta post-delictual positiva.después de haber acabado la
tentativ4 siempre que el resultado no se haya producido.

c) Pluialidad de participantes

En cuanto a la intervención de más de una persona en la realización de un
hecho punible (artículos 29 y ss. PLdP) el anteproyecto rcchaza la idea de la au-

toría ruritari4 -como en el Código Penal de Austria- en favor de una diferencia-
ción eüre autorla, instigación y complicidad.

Pa¡a la autoría adopta el criterio del "dominio del hecho" reconocido por
la jurisprudencia argentina y chilena. Este criterio permite el castigo como autor
de personas que, al causar dolosamente el resultado, en vez de "ensuciar su pro-
pia mano" dirigen -por ejemplo, mediante su jerarquía o su conocimiento ma-
yor- los acontecimientos como autor mediato, o los codirigen como coautores.

x
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Como ya se ha explicado, el sistema de las sanciones penales, en el sen-

üdo amplio de la palabra, es el de "doble vía". Es decir, un sistema que abre

tanto la vía de las penas, como respuesta al delito realizado en el pasado, como la
vía de las medidas de mejoramiento y segrridad como respuestas al peligro de

futr¡ras conductas punibles. En cuanto a la prelación de una u otra vía se ofrece la
solución "ücaria" que permite atender en cada caso al pronóstico indiüdual so-

bre la efecüüdad de la reacción (artículo 79).

El anteproyecto restringe el uso de la pena privaiva de libenad, con sus

efectos criminógenos muy reales, y pasa la función de la protección de la socie-
da4 en cuanto la dr¡ración de la pena excedería el grado del reproche, a una
meüda de seguridad de acuerdo con la garantía de la proporcionalidad. Pa¡a abrir
brechas en favor de una ejecución de la pena con efectos prevéntivos y para fa-
cilita¡ al Tribrural criterios para la medición de la penq los anículos 39 y 40 es-

tablecen las pautas básicas para su ejecución.

X

El capítulo sobre las penas suprime, de acuerdo con la Constitución de

l992,la pena de muerte y la del destierro. En lo demás distingue entre penas pri-
vativas y no privativas de libertad y agrega algunas sanciones complementarias.

a) Ifl pena privaiva de libenad

A pesar de los efectos criminógenos conocidos de una privación de liber-
tad todavía no se puede prescindir de ella. Sin embargo, al utiliza¡la, es impor-
tante un empleo cauteloso. En este conjunto es necesario diferencia¡ los aspectos

de readaptación (anículo 20 CN) y de seguridad aprovechando las ventajas del

sistema de doble üa. Esto permite adecua¡ la privación de la libertad, como pena,

al grado de reprochabilidad y dé subrayar su aspecto prevéntivo. En cuanto tal
pena no basta para eliminar el peligro de futuras conductas delictivas, hay que

posibilitar a una privación de libertad como pura medida de seguridad (artículo
74 PMP).

Pa¡a subrayar la función prevéntiva, constitucionalmente prescrita, de la
pena privativa de libertad, el anteproyecto incluye entre sus reglas sobre la pena

privaüva de libertad algunas indicaciones sobre su ejecución. Se trata de los artí-
culos 39 y 40 PMP que, además, juegan un papel importante en la medición ju-
dicial de la pena concreta (artículo 64 y ss. PMP).

Pa¡a eütar que la respuesta de la sociedad a delitos de menos gravedad y
de autores primarios siempre sea ya la privación de la libertad, el anteproyecto
prevé, en los artículos 4l y siguientes, rma serie de posibilidades de suspeüer, a
prueba, la ejecución de la condetta. En estos casos la libertad depende del cum-

plimiento de una serie de condiciones que demuestran que ella no es un beneficio

con tarifa cero sino una libertad ügilada sujeta a imposiciones y reglas.de con-
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duct4 como demuesfia el catalogo del artículo 43 PMP y la intervenciónfacúd}28
tiva de la asesoría a la prueba. Con esto se adapta la idea de la "probation" ingle-
sa a las condiciones de Paraguay; en especial", se ofrece rur fundariento legal a

las entidades no gubernamentales que ya üabajan muy valiosariente en este

campo. Una de las condiciones de la libertad es el pago de una cantidad de dinero
a una entidad de beneficencia; de esta manera se crea también un financiamiento
adicional a la labor de las referidas enüdades. OEa innovación es la posibilidad
de utilizar, como condición de la libertad, el trabajo comunitario.

En los casos en los cuales no es posible prescindir del todo de la ejecución
de la condena a una pena privativa de libertad, se prevé, por lo menos, el instituto
dela libenad condicional, que es r¡na fase importante para readaptar la persona a

la üda en libertad. El artículo 48 PMP, natualmente, extiende el sistema de

condiciones y ügilancia, mencionado anteriormente, a la libenad condicional.

b) Penas no privativas de libenad

l) De acuerdo con las tendencias de una política criminal modern4 el pa-

pel de la pena privativa de libertad está asumido, en lo posible, por la pena de

multa. Se adopta el sistema escandinavo de días-multq que tiene la gran ventaja
de atender tanto al delincuente rico como al pobre, en una forma justa. La pena

de día-multa üene en común con la pena privativa de libertad que su criterio regi-
dor es el tiempo: el de la privación de libertad o el de una reducción del nivel de

üda. Este tiempo se determina de ácuerdo con el reproche concreto. Luego se

determinq de acuerdo con la situación económica del condenado, el monto con-
creto de la multa por día.

Este método de medir la pena, en primer log., según el tiempo permite y
obliga a establecer, en caso de que quedare impaga la multa, la pena substitutiva
de manera que un día-multa equivalga a un día de privación de libertad (Artículo
53 PMP).

2) Uno de los desafios de la política criminal moderna es la existencia
creciente de la delincuencia organizadq como por ejemplo el narcotráfico, el

conbabando, y la receptación organizada. Este tipo de delincuencia requiere un

financiamiento grande. Pa¡a impedir que delincuentes condenados a una pena

privaüva de libertad mantengan fondos para reorganizar sus actiüdades, el ante-
proyecto infioduce la pena patrimonial (artículo 54 PMP) como nueva sanción .

Debido al aumento alarmante de la delincuencia en el Eánsito, oüa pena

no privativa de libertad es la prohibición de conducir (artículo 55 PMP). Esta

sanción tiene, según las investigaciones empíricas realizadas en países que utili-
zartla sanción, rm efecto superior a la pena de multa.

c) Sanciones complementarias
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El sistema -hasta atrora conocido- de las inhabilitaciones tiene desv.nrüfi.EI
La concepción de una prohibición de ejercicio de r¡na profesión es contraprodu-
cente respecto a la finalidad readaptadora del Derecho Penal. Por eso, tal prohi-
bición se aplica solamente como medida de seguridad en cuanto exista un peligro
real del empleo de la profesión para nuevos delitos (artículo 80 PMP).

Una segunda desventaja es el cómputo de la inhabilitación en el sentido de

la pérdida de cargos públicos, o del derecho de elegir y ser elegido. Por eso, el
a¡tículo 57 fija el inicio de esta sanción al fin de la pena privativa de libertad.

Pa¡a el árrbito de ciertos deütos conüa las personas, el anteproyecto
n¡elve a la idea de un pago consolatorio, {u€ sirve pruamente para el restable-
cimiento de la paz social entre el autor del delito y la víctima (artículo 58 PMP).
Por no tratarse del resarcimiento de los da¡'tos ocasionados, este instituto permite
reseryar la cuestión de la indemnización al procedimiento ciüI.

En este contexto también se reglamenta la publicación de la sentencia
(artículo 59 PMP) para los casos en los cuales el ataque a la víctima se ha reali-
zado através de la publicidad (p.e. artículo 150 PMP).

d) Apercibimento y presciüibilida¿ de pena

Para ofrecer al Juez todas las posibilidades necesarias de enconFar la
reacción justa y humana en casos especiales el anteproyecto amplía el abanico de

reacciones penales. Se introducen las figuras del apercibimiento y de la prescin-
dibilidad de pena (artículo 60 y ss. PMP).

e). Medición de Ia pena

Una reglamentación adecuada de la medicion judicial de la pena es una
llave para poder prestar atención estricta al principio de reprochabilidad en gene-

ral y a la prohibición de penas que no corespondan al grado de la reprochabili-
dad.

El sistema tradicional español, reflejado también en los a¡tículos 9l y 92

del Código Penal ügente, no puede solucionar este problema. Además restringe
la competencia del juez estableciendo graduaciones muy formales. El juez para-

guayo actual no merece esta desconfianza. Por eso, y en atención a la prohibición
de penas absolutas, el artlculo 64 del anteproyecto establece las bases de una
moderna medición de la pena. Adicionalmente, atiende a la necesidad eventual de

fijar nuevas penas cuando coincide una condena anterior con la actual.

XI

La segunda vía del sistema de sanciones penales consiste en las respuestas

al peligro de la comisión de futuros delitos. El anteproyecto distingue entre me-
didas de mejoramiento y de seguridad, tanto privativas como no privativas de li-
bertad.



-)-,0

27

Como ciertos delitos se deben a la incapacidad del autor de motivarr.'$-3 
0

gun la norma, sea por enfermedad mental, drogadicción u otras causales, es pre-
ciso combatir el peligro resultante de estas causas con medidas tales como el in-
ternamiento en un hospital psiquiátrico o de desintoxicación (artículo 72,73 PM-
P).

Como ya se ha mencionado la diferencia entre funciones de readaptación y
de seguida{ es surnamente importante una medida de seguridad privativa de li-
bertad para los autores reincidentes que, a pesar de la ejecución de penas anterio-
res destinadas a su readaptaciórU todavía representan rur peligro para la sociedad.
Esta privación de la libertad depende de una prognosis de comportamientos futu-
ros. Por eso, esta medida requiere de cautelas especiales. Estas cautelas también
estan preüstas en los a¡tículos 74 y siguientes del anteproyecto.

La sección 2 del capítulo IV atiende a medidas no privativas de libertad: la
prohibición del ejercicio de profesión y oficio ya mencionad4 y la revocación de

la licencia de conducir.

xII

El capítulo V contiene las disposiciones sobre el comiso y el despojo. Es-
tas figuas amplían marcadamente las posibilidades del Estado de poner los ins-
tnrmentos y los productos del delito fuera del alcance de los delincuentes. Como
existe la necesidad de hacer valer estas disposiciones aún cuando no se encuentre

un dueño de estos objetos, hace falta'una reglamentación fuera de la de las medi-
das (artículo 95 PMP).

Las reglas sobre
comiso y despojo, que atienden al conflicto con la garantía constitucional del pa-
trimonio de las personas, se han demosüado hasta 4hora poco eficaces en la rea-

lidad de nuestros procedimientos. Por eso, el anteproyecto prevé, en forma caute-
losa pero efectiva, una üa para prescindir de la prueba de la propiedad de los
bienes enconüados (artículo 93). Es esta parte del anteproyecto la que, junto con
reglas de la Parte Especial, como la del lavado de dinero (artículo 190 PMP),
permite un combate efectivo conta la delincuencia grave.

XIII

La Parte General termina con dos capítulos sobre la instancia de parte y
sobre la prescripción. En cuanto a la prescripción, se definen no solamente los
plazos, sino también las condiciones de una suspensión del curso y de la inte-
mrpción de la prescripción. En estas reglas se encuenüa una solución del con-
flicto enfie la jusücia material y las dificultades de una comprobación después de

r¡ri transcurso amplio del tiempo.

XIV
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'0S1Antes de presenta¡ mas detalladamente el contenido de la Pa¡te Especial
conüene explicar brevemente el método utilizado para describir, de acuerdo con
las eúgencias del principio de legalidad material, las conductas que, al reunir los

demás presupuestos generales de la punibilida{ constituyen un hecho punible
merecedor de una sanción preüsta en la Parte General.

a) La estructura de los tipos pennles

Los tipos penales describen conductas que üolan una notma de compor-
tamiento que debe su eústencia a la necesidad de proteger uno o varios bienes
jurídicos. De acuerdo con las dos formas de conducta -acciones y omisiones- se

üata de prohibiciones y mandatos. El objeto de la obligación establecida por una
prohibición es la omisión de una acción que menoscaba un bien jurídico; el obje-
to de la obligación establecida por un mandato es la realización de una acción
que salva o protege un bien jurídico. La lesión de una prohibición constituye un
delito de comisión,y la de un mandato, ur delito de omisión.

De acuerdo con los menoscabos que pueden afectar un bien jurídico y con

las necesidades concretas de su protección el anteproyecto distingue entre delitos
de lesión y delitos de puesta en pellgro del bien juridico. Esta última categoría

abarca dos grupos que son: los delitos de peligro concreto y los delitos de peligro

abstacto. La diferencia entre los dos grupos está en el ámbito de protección y en
la configruación del tipo. Un delíto de peligro concreto protege al bien jurídico
frente a situaciones que permiten la prognosis de una lesión; por eso, el aconte-
cimiento de tal situación -llamado peligro- forma parte de la descripción del tipo
legal. El ámbito mas amplio de protección de un bien jurídico es el de los delitos
de peligro absfacto; el peligro de lesión del bien no entra en la descripción del

üpo legal, y forma nada más que el motivo legislativo para la tipificación.
Para da¡ un ejemplo: al tipificar una conducta que causa una lesión como

la muerte en el a¡tículo 103 PMq, se fiata de un delito de lesión. Si se tipifica una

conducta que conlleva un peligro, como el de la muerte en el artículo 198 PMP,
se Eata de un delito de peligro concreto. Y si el tipo consiste solo en la descrip-
ción de rma conducta considerada como peligrosa para, por ejemplo, la üda en el

artículo l9l PMP, existe un delito de peligro abstracto. La ventaja de delitos de

peligro abstracto es la posibilidad de eüta¡ problemas de la prueba de la cous&-

ción y del dolo de la lesión o del peligro concreto.

b) Tipos base y sus agravantes o atenuantes

La descripción de la conducta punible parte del tipo "base". Respecto a

forrras de comisión mas -o menos- graves por circunstancias adicionales no ha

dado buen resultado la técnica legislativa de coloca¡ agravantes y atenuantes ge-

nerales en la Parte General, pues deberían ser aplicadas para todos los tipos en la

Parte General ein consideración de aspeotos axiológicos. Por eso, el anteproyecto
prefiere una indiüdualización de los casos corespondientes en la Parte Especial.
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Para da¡ un ejemplo: el tipo base de hurto simple (artículo 157 PIJ8,3 2

aplicado, por ejemplo, al hurto de una vaca conlleva una pena privativa de liber-
tad de hasta cinco años o de multa. Si el objeto hurtado es una cosa de interés
público, se aplica el tipo de hurto agravado (artículo 158 PMP) con un marco pe-

nal ya elevado. Si se trata de una forma peligrosa de comisión del htuto, por
ejemplo, en caso de portación de arma de fuego, la pena es todaüa mayor. Mayor
reacción penal provoca la comisión del hurto en banda (artículo 160 PMP). Y si

se procede al uso de fuerza contra las personas el tipo base de hu¡to se conüerte
en üpo base de robo (artículo 16l PMP), cuyo marco penal, ya muy alto, se

amplía en caso de ofios agravantes. Al final la configuación de tipo base y tipos
agravados permite atender adecuadamente a todos los casos de huto, tanto en el
caso de abigeato como en el hurto o robo de coches o en el asalto a bancos.

c) El efeao del concurso de delitos

Al apreciar el ámbito de protección de un bien jurídico, deben conside-
ra¡se también las reglas generales sobre el concurso (artículo 69 PMP), que

permiten aumentar la pena preüsta para el hecho punible más grave. Así, en el

caso de la coacción sexual de una menor de 14 años, la pena privativa de libertad
de hasta l0 años, preüsta en el anículo 127, inc. 2, puede ser aumentada a la
mitad, es decir a 15 años, por concurrir un delito de abuso sexual de niños
(artículo 133 PMP).

XV

El capítulo I de la Parte Especial considera, en 9 secciones, los hechos
punibles confia la persona, que es el sujeto y portador de todo el orden jurídico.

a) Hecho¡ punibles contra la vida

El bien jurídico "üda" está protegido confia la lesión dolosa por el a¡tícu-
lo 103 PMP. Como cada üda concreta tiene el mismo valor, las circunstancias
agravantes contempladas en el inciso 2 se justifican por el método de ejecución
peligroso para oúas personas o la finalidad con que se comete el homicidio.

El anículo 104 PMP atiende a los casos en los cuales la víctima -por
ejemplo a causa de un accidente- fisicamente no es capaz de realizar un suicidio
por sí sola .

El artículo 107 PMP considera conflictos, que en caso de dificultades del
parto, pueden surgir entre la üda de la madre y del niño. Como la protección de

la üda del niño empieza con el principio del parto -lo que excluye aplicar las re-
glas sobre el aborto-, una solución del conflicto en favor de la madre sería un

homicidio del niño, al cual no se puede aplicar una causa de justificación como el

estado de necesidad (artículo 19 PMP). Por eso conüene prever una reglamenta-
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ción especial del caso, esperando que los avances en el arte médico pennitan so-
luciones que no terminen en el sacrificio de una de las dos personas.

b) Hechos punibles contra la vida creciente

El Artículo 4 CN garantizala protección de la üda" "en general, desde la
concepciód'. Con esto se considera la üda creciente como un bien jurídico al
lado de bien juríüco "üda de la persona ya existente". Esta diferencia permite,
consütucionalmente, una reglamentación especial del aborto.

El ratamiento del aborto en el anrbito del Derecho Penal es un tema su-
mamente conflicüvo por la colisión del interés en la preservación de la üda cre-
ciente y de los intereses, también legítimos, de la embarazada. Las posturas exis-
tentes en la sociedad paraguaya oscilan enEe la aplicación de las reglas sobre el
homicidio (agravado) y la despenalización total. Frente a esta situación, que

también se ha reflejado en las discusiones de la comisión redactora del antepro-
yecto, se ha fiatado de enconfiar una solución con base en dos consideraciones.
La primerarechaza cada postura que niega la existencia de un bien jurídico autó-
nomo.que es la üda creciente. La segunda es la preocupación por una solución
del conflicto que es la más efectiva en la realidad empírica.

Esta realidad, de momento, también se ca¡acterizapor la existencia de dis-
posiciones punitivas muy estrictas, por un lado, y por un número muy reducido
de condenas¡ correspondientes, a pesar de indicaciones de una cifra negra suma-
mente elevada.

Las soluciones tradicionales, que optan exclusivamente por una punición
grave del aborto, conllevan ineütablemente un cierto número de casos de pérdida

de üda o salud de la embarazada y, de esta forma, desvían el peligro de muerte
del feto a la madre. Hay ofias soluciones que buscan oua salida: la de elimina¡
las causas de los conflictos que inducen a una emba¡azada a practicar un aborto,
y de emplea¡ el Derecho Penal como medio de influir sobre la embarazada con el
fin de acudir a las ofertas de la sciciedad antes de tomar la decisión.

Frente a estas dos corrientes la comisión redactora ha decidido de ofrecer
al legislador una propuesta en el segundo sentido, para ampliar la discusión par-

lamentaria del tema. De esta manera no descarta la aceptabilidad de otras deci-

siones.

Pa¡a seflalar que todo aborto es una lesión de un bien jurídico, el artículo
108 establece su punibilidad. De esta regla general, el artículo 109 considera ex-
cepciones que dependen directamente del cumplimiento real de la garantía con-
tenida en el artículo 54 de la Constitución. Cuanto más ayuda real se de a la em-

buazada tanto más justificado será excluir excepciones; si las ofertas no se dan,

se abre el camino a ciertas excepciones.
Estas excepciones, solamente en el sentido de que un aborto típico, antiju-

rídico y reprochable puede ser eximido de pen4 dependen de dos condiciones: la

existencia de ciertas indicaciones que coresponden a los criterios establecidos
por las Naciones Unidas y un procedimiento especial para la averiguación de los
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presupuestos de las eximiciones y para un asesoramiento de la embarazu¿u urJ[S8 4
de la posibilidad de solucionar su conflicto, en favor de la vida creciente. Respec-
to a las inücaciones, la decisión de elimina¡ o cambiar una de ellas no afectaría
la idea general de la solucióry la solución tasrbién sería operativa si todavía no
eúste la infraestn¡ctura -que debe ser reglamentada por una ley- para el aseso-
ra¡niento de la embarazada.

c) Hechos punibles contra la integridad corporal

El anteproyecto protege la integridad corporal frente a maltratos corpora-
les y lesiones, aumentando la pena si la lesión conlleva peligro de muerte puala
víctima u otos efectos muy graves. Además, aplica la idea de un pago consola-
torio para ampliar la posibilidad de reestablecerlapaz social.

El artículo I 17 establece la punibilidad de una omisión de eüta¡ la muerte
o lesión de otro, para personas que no son garantes en el sentido del artículo 14.
Además, se fomenta el cumplimiento del deber correspondiente con la sugerencia
de incluir en el seguro social los daños a la persona que cumple con su deber de

asistencia. Esto es un ejemplo pua la conversión de la idea del Estado social
(Artículo l, CN), en una regla concreta del ámbito penal.

d) Exposición de irtdividuos a peligro de vida e integridad corporal

Con el fin de ampliar la protección de la üda y la integridad corporal se

incorpora un delito de peligro concreto en forma del a¡tículo I18, sobre el aban-
dono.

e) Hechos punibles contra la libenad

La protección del libre desanollo de la personalidad se realiza mediante
delitos conüa la libenad de fórma¡ y realízar la voluntad de comportarse: la
coacción y la amenaza. Un caso especial es el uatamiento médico sin consenti-
miento. El artículo 122 elimina el problema que surge de la identificación del
tratamiento médico con r¡na lesión por lo menos típica. El natamiento médico
exitoso no puede constituir ura lesión de la integridad coryoral. Si esta interven-
ción exitosa se efectua sin consentimiento, el hecho pertenece claramente al am-
biente de la protección de la libertad de la voluntad.

Los atentados conFa la libertad fisica de las personas estan reglamentados
en los artículos 123 y siguientes. Reipecto a las privaciones de libertad en abuso
de fiurciones públicas, el artículo 123, inciso 2, numeral 2, prevé un marco penal
aumentado.

fl Hechos punibles contra la autonomla sexual
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El anteproyecto considerq en materia de los delitos sexuales, el bien jurí-
dico protegdo, no en el pudor o en la moral, sino la voluntad de la persona y la
proteción de la juventud, que todavía no es capz de forma¡ una decisión respon-

sable acerca de su comportamiento sexual.
El artículo 127 considera" en primer logut, toda coacción en materia se-

xual, punible ya de acuerdo con el artículo 119, como tan grave que merece una

pena marcadamente mayor. La razón de aumentar la pena todaüa más, para el

caso del coito forzoso con una mujer, es el peligro (abstracto) de que surja de

este hecho punible la concepción de una üda que, por ser fruto de r¡n hecho pu-

nible de esta índole, siempre enfrentará condiciones psicológicas adversas.

Como el ma¡co penal es muy amplio, sería muy dificil la fijación de la
pena exacta con las reglas generales sobre la medición de la pena. Por eso, se

prevé la posibilidad de atender a ciertos casos con más flexibilidad; los detalles

estan reglamentados en el inciso 3.

Otros atentados punibles contra la autonomía sexual son: la Eata de perso'

nas, el abuso sexual de personas indefensas y el abuso sexual de personas inter-

nadas. En este último caso, el anteproyecto opta por una solución rigurosa, que

tiene la frnalidad de excluir de una situación de inferioridad de la víctima todo

acercafiriento sexual, sea consentido o no.

g) Hechos punibles conta menores

El artículo 132 amplía la prcitección de la integridad coqporal. Al mismo
tiempo, permite castigar también el maltrato psíquico, no abarcado por los delitos
de lesión.

De acuerdo con el criterio arriba expuesto, el anteproyecto úata de prote-
ger a los niños contra abusos sexuales, aunque seaR consentidos. En este sentido,

obran los a¡tículos 133 al 136. Se considera el delito de proxenetismo. En este

anrbito se quiere combatir especialmente la conducta comercial que permite

también sanciones más graves en el sentido de los artículos 54y 93.

h) Hechos punibles coüra el ómbito de vida
y la iruimidad de la persona

Cada persona requiere, para el desarrollo de su libertad personal, la pro-

tección de un ámbito de üda y de su intimidad. Por eso, el anteproyecto no sola-

mente atiende a la üolación del domicilio sino también a la esfera personal ínti-
ma de la üda. Otro aspecto del bien jurídico aquí protegido es el derecho a la
comunicación y a la imagen, a la confidencialidad de la palabra, al secreto de la

comunicación y a secretos privados. Los artículos 139 y siguientes ofrecen solu-

ciones legislativas de acuerdo también con soluciones aceptables de conflictos de

intereses de la persona con los del público en una información amplia.

i). Hechos puntbles contra el honor y la reputación

-j,5
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Respecto a esta materia muy delicadq el anteproyecto adopta el criterio
siguiente: la verdad no puede üolar el bien jurídico "honof', pero sí la esfera
íntima de la persona.

El ataque más grave al honor y a la reputación es la mentira; por eso, se

considera como delito más grave la calumni4 tipifrcada en el artículo 145. La
persona que afinne o divulgue hechos referidos a oEo, idóneos para lesionar el

honor, siempre asume el riesgo de que no es posible comprobar la verdad de lo
decla¡ado. Pa¡a no restringir demasiado la libertad de opinar, el artículo L46 deja
camino a la crítica racional o a la persecución de intereses privados y públicos.

De todas maneras, toda declaración respecto a otro tiene que conservar ciertas
formas de cortesí4 si no se quiere incurrir en la pena preüsta para la injuria.

xu
El capítulo II de la Parte Especial sobre los hechos punibles confra los

bienes de la persona está estructurado en base a los bienes jurídicos protegidos,
que son los derechos indiüduales con valor económico y el patrimonio en su to-
talidad.

a) Hechos punibles corúra la propiedad

El derecho indiüdual con valor económico más importante es la propie-
dad. Como no es posible quitar al propietario su derecho -esto sería una expro-
piación en el sentido estricto de la palabra- los ataques importantes son: la des-

tn¡cción fisica del objeto del derecho de propiedad, por un lado, y el reemplazo
del titula¡ del derecho en su ejercicio, por el otro. .

Los artículos 153 y siguientes amenazan con pena los delitos de da¡io,
partiendo de un tipo base, y agregan agravantes que se fundamentan en el interés

comrm respecto a la cosa dañadá o en la importancia de una obra construida.
El üpo base de la apropiación de una cosa ajena está contenido en el a¡tí-

culo 156 y se aplica independientemente de quien tiene la posesión fisica de la
cosa. La fórmula refleja claramente la natualeza del delito: se fata de desplazar

al propietario en el uso de su derecho y de desplazarlo por sf u oFo.
Si a la apropiación se junta la lesión de la posesión de la cosa ajena, el

delito se conüerte en hurto (artículo 155), que luego se considera también bajo
el aspecto de una variedad de agravantes. Entre estas, se encuentran la comisión
del delito en forma organizada.

Para señala¡ la cualidad material distinta de los hurtos cometidos mediante
la aplicación de la fuerza, o mediante amenazas de peligro inminente para la üda
o la integridad corporal, se cambia la denominación de "hurto" y se aplica la de

"robo". Los artículos 16l y siguientes contemplan ese delito con sus agravantes

co¡respondientes. Para también poder combatir el uso de la fuerua para mante-
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nerse en la posesión del botín del hurto, el artículo 146 permite aplicar las penas

preüstas para el autor de un robo, es decir, los agravantes inclusive.
La figura del "fi¡rtum usus", se contempla en el artículo 165 sobre el uso

no autorizado de un vehículo de motor.

b. Hechos punibles contra otos derechos patrimoniales

Por no fiata¡se de un objeto material, no son aplicables las reglas sobre

daño y apropiación a la sustracción de energía eléctrica, la alteración de datos y
el sabotaje de computadoras, el anteproyecto innoduce disposiciones especiales.

Estas disposiciones cierran una laguna muy importante del derecho ügente y
atienden a la importancia económica que tiene el procesamiento de datos en la
sociedad moderna.

Una parte importante del patrimonio es el derecho a un resarcimiento por
da¡los causados en accidente de ransito. Este derecho se ve frustrado cuando la
víctima del accidente no puede obtener los datos necesarios para llevar a cabo un
procedimiento ciüI. Por eso, el anteproyecto introduce una regla especial que

atiende ta¡nbién al conflicto con el derecho de no decla¡a¡ contra sí mismo
(artículo 171).

Gran importancia fáctica tienen los atentados contra el derecho del acree-

dor. El anteproyecto atiende a ese tipo de delincuenci4 no solamente con un artí-
culo sobre la frusfiación de la ejecución individual (artículo L72) sino también
sobre la quiebra (artículo I73 y sigtrientes). E, este contexto, se contempla una

serie de comportamientos que conlleva la fn¡stración de los derechos de los

acreedores, pero solamente cuando acontece la condición objetiva de la punibili-
dad descripta en el inciso 5 del artículo 73. Como delito de peligro también se

considera la üolación del deber de llevar libros de comercio.

c. Hechos punibles contra el patrimonio

El patrimonio, definido como la suma de los bienes económicos a dispo-

sicién de una persona, requiere de una protección frente a cuatro tipos de agtre-

sión: los medios de fuerza, de mentirq el abuso de una posición de garante y la
explotación de una dependencia económica.

La prñnera forma de lesión del bien jurídico está contemplada en los artí-

culos 179 y siguientes sobre la extorsión.
La agresión mediante la mentira está recogida en el Artículo 181 sobre la

estafa, que obtiene aquí una configuración más amplia y más clara que las tipifi-
caciones hasta ahora conocidas. Al lado de la estaf4 se inEoduce un nuevo tipo
sobre operaciones fraudulentas por computadoras, pues las conductas correspon-

dientes no serían subsumibles bajo el concepto clásico de la estafa.

Se amplía el campo de protección mediante los artículos sobre el siniestro

de cosas con intención de estafa de seguro y, en especial, sobre la promoción
fraudulenta de inversiones (artículos 183 y l8a).
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La lesión de confianza descripta en el artículo 185 Fata de evitar con$S$ $
tas nocivas de personas que, por una posición de confianz4 tienen acceso facil-al -

pahimonio ajeno. Cierto parentesco con el delito anteriormente mencionado
tiene el abuso de tarjetas de créüto, contemplado en el artículo 186.

Para eüta¡ la explotación de la necesidad, ligereza o inexperiencia de oüo,
se inhoduce la figura de la usura (artículo 187).

d) Hechos punibles contra la restüución de bienes

Una causa de la delincuencia patrimonial es la comercializaciiln del botín.
Por eso, hay que insistir mucho en el combate de las conductas correspondientes.
Con esta finalidad, el anteproyecto reglamenta el encubrimiento en la Parte Es-
pecial (artículo 188). Además agrega al delito de reducción una disposición sobre
el lavado de dinero. Como esta disposición üene consecuencias muy importantes
puala acfuación de los bancos, se trata de da¡ al dinero una forma que se corres-
ponde con el principio de legalidad material y que también guarda los intereses
del sector banca¡io.

XVII

En el capítulo III se tutela la seguridad de la üda y la integridad corporal
de las personas frente a peligros supraindiüduales.

a) Hechos punibles contra las bases naturales de la vida humana

Con razón, la Constitución ügente ganntiza el desarrollo del hombre en
un medio saludable y ecológicamente equilibrado. El bien tutelado es, por consi-
guiente, no el medio ambiente por sí, sino la üda humana que requiere para su
existencia r¡n serie de bases natu¡'ales. Los delitos llamados ecológicos son en
realidad delitos de peligro para laüda de una multitud de seres humanos.

Las bases natuales de la üda humana son las aguas, el aire y los suelos.
Por eso, el anteproyecto infroduce una serie de disposiciones que amenazan con
pena a ciertas conductas nocivas para estos meüos de vida (artículos l9l y si-
guientes). Con estas disposiciones atiende también a las dificultades de establecer
responsabilidades personales por conductas nocivas y a la dependencia de cada
regla punitiva de las reglamentaciones administrativas.

b) Hechos punibles contra la seguridad de las personas frente a riesgos colecti-
vos

La sección 2 abarca los delitos tradicionalmente llamados de peligro co-
mun (Artículo 197). Pa¡a eütar dificultades de prueba, adopta una nueva fórmula
que permite atender a los casos en los cuales el autor, antes de acfuar, ha exclui-
do la reallzación de los peligros correspondientes.
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Luego se agrega una serie de nuevos tipos destinados a combatir actiüda-
des peligrosas de constnrcción, la exposición a lugares de trabajo peligrosos y,
sobre todo, la comercialización de medicamentos, alimentos, sustancias químicas
y de otros objetos nocivos (Artículos 198 y siguientes).

c) Hechos punibles contra la seguridad de las personas en el tónsüo

Debido al marcado aumento del tánsito, también se aumenta el número de

las üctimas del mismo. Aquí es necesario toma¡ medidas también penales. A títu-
lo de ejemplo, se mencionan los atentados al táfico aéreo y naval, contemplados
en el Artículo 206. En cuanto a todas las formas del ránsito, hay conductas noci-
vas externas e internas, entendiéndose como internas el comportamiento falso de

los que intervienen como conductores. El anteproyecto contempla ambas formas
en los a¡tículos 207 y siguientes.

d. Hechos punibles contra elfuncionamiento de instalaciones vitales

Oro peligro supraindividual para la üda y la salud de las personas surge

de atentados contra el funcionamiento de servicios públicos. Por eso, el antepro-
yecto amenaza con pena la perturbación de tales servicios y de instalaciones de

telecomr¡nicaciones (artículos 2ll y 2L3). Considerando la situación especial del
Paraguay en cuanto a instalaciones hidráulicas, el anteproyecto considera espe-

cial¡nente los darlos a tales obras, qtre conllevan un peligro concreto para la üda
o el cuerpo de otros (Artículo 212).

XVIII

El capítulo [V contempla los hechos punibles conha la convivencia de las
personas, aba¡cando gradualmente los distintos ámbitos en que se desenvuelven
el maFimonio, la familia y la comuridad. Se penan todas las formas de falsea-
miento del estado civil -parte del combate del üáfico de bebés-, la bigami4 el
incumplimiento del deber legal de manutención, la infracción del deber de cui-
dado o educación, entre oEos. Se incluye, como delito, el incesto, tanto por sus

consecuencias negativas para la vida familiar, como por sus efectos.
Como irurovaciórq se castiga el ulnaje a la profesión de creencias, como

medio de garantizar la libertad religiosa y de concienci4 y para eüta¡ que las

cuestiones religiosas contribuyan a agravar y a radicalizar las posturas de las
partes involucradas en un eventual conflicto.

El anteproyecto confi$ua un nuevo tipo delictivo: la pertrubación de la
paz pública (artículo 223). Con esto saca las consecuencias de acontecimientos
conectados con comportamientos üolentos en ocasión de manifestaciones públi-
cas.

Una reglamentación importantísima es la punibilidad de una asociación
criminal (artículo 227). Sobre todo en la formas organrzadas de la delincuencia
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existen dificultades respecto a la responsabilidad individual de las personas invo-
lucradas. Por eso, la disposición mencionada trata de quitar a estas agrupaciones

todo el apoyo logístico que requieren para su fiurcionamiento.
Parte de la solidaridad ciudadana es por lo menos el aüso de graves he-

chos pruribles i¡rminentes. La omisión de tal aüso se castiga de acuerdo con el
artículo 228, que ta¡nbién reglamenta excepciones en favor de personas de con-
fianza.

)flx

El capítuto V reemplazala noción de atentados contra la fe pública por

conceptos más amplios y racionales. En todas las relaciones jurídicas, el dominio
del derecho depende de la pureza de las pruebas. Por eso, se castigan hechos

punibles tanto conüa la prueba testimonial como contra la prueba documental.
El castigo del testimonio falso se dirige contra la mentira de una persona

que, como fuente de la información, es normalmente conocida. Se contemplan
tanto las mentiras ante un tribru¡al u otro ente facultado para recibir testimonio
jnrado, como la presentación de declaraciones juradas (anículos 230 y 231).

Los dos ataques más importantes contra la prueba documental son aquellos
conEa la autenticidad y contra la veracidad de ur documento, entendiéndose

como documento la materiaLización de un pensamiento en forma escrita, que

perinitq de por sí, conocer a su autor. En este sentido, en un documento inautén-

tico, el autor aparente y el verdadero son dos personas diferentes. Un documento
falso es un documento cuyo contenido no corresponde a los hechos o la verdad:

"mentita escrita".
El anteproyecto se basa en la necesidad de proteger la prueba documental

conüa cualquier docr¡mento inauténtico que pueda.afecta¡ la situación jurídica de

una persona por la creencia errónea en la autenticidad.
En cuanto a los documentos auténticos, pero de contenido falso, el ante-

proyecto se concenüa en la protécción de documentos públicos; son aquellos do-
cr¡mentos que, por sus efectos jurídicos especiales, se encuentran establecidos en

la ley, en especial en el artículo 385 del Código Ciül (artículos 238 y siguientes).

Se incluyen ta¡nbién manipulaciones de graficaciones técnicas que, por su

natualeza, no son subsumibles bajo los presupuestos de un documento. En ese

contexto ta¡nbién se contempla el area de datos relevantes para la prueba (artículo

236 y 237).

XX

El capítulo M aba¡ca hechos punibles contra el orden económico y tribu-
tario.

Para subrayar la gravedad de hechos punibles contra el erario público se

incluye en el Código Penal mismo la evasión de impuestos y -una imovación

total- la adquisición fraudulenta de subvenciones. Debido a la complejidad de la

materia, el anteproyecto ftata de facilitar la aplicación de las reglas mediante va'
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rias definiciones técnicas. Como en estos casos, una sanción meramente patri-
monial no se ha demosfrado como efectiv4 se introduce también para estas con-
ductas la pena privativa de libertad.

La sección 2 contempla los hechos punibles contra la autenticidad de mo-
nedas y valores, castigando también los actos preparatorios. La protección penal
se exüende también a la monedq marcas de valor y títulos de valor del extran-
jero. Esto es imprescindible en un mundo de interrelaciones económicas interna-
cionales.

xxl

El capítulo MI aba¡ca los hechos punibles contra el Estado, tanto respecto

a su existencia como a su constitucionalidad y el sistema electoral. La ransición
a la democracia requiere de medidas efecüvas para la defensa de este sistema,

adoptado por la Constitución de 1992. Como en una democracia el verdadero so-

berano es el pueblo, que ejerce su soberanía mediante las elecciones, no se puede

dejar a una ley especial el a¡ea de los atentados conEa el sistema electoral. Por

eso, el anteproyecto incorpora una serie de delitos electorales que se refieren a

todas las formas de conducta que pueden resultar en una falsificación de la vo-
luntad de los electores (artículo 263 y siguientes).

Se consideran como hechos punibles contra la seguridad externa del Esta-

do, la traición o la revelación de secretos de Estado y la obtención de los mismos
(artículos 27 I y siguientes).

Para garantizar el funcionamiento de los órganos constitucionales, los artí-
culos 275 y 276 amenazarLconpena una serie de coacciones contra los mismos.

)oflI

En concordancia con la idea de la diüsón de los poderes adoptada por la
Constitución Nacional, el anteprbyecto reglament4 en las secciones correspon-
dientes, los hechos punibles contra la administración de la justicia y contra la
adminisuación pública.

La ultima sección de este capítulo reúne una serie de hechos punibles

confa el buen ejercicio de fi¡nciones públicas, subrayando, con los a¡tículos 289
y siguientes, la importancia de un combate coordinado contra la comrpción. Otro
tema contemplado es el abuso de funciones públicas para la comisión de delitos
comunes: lesiones corporales y coacciones. Pertenece también a este contexto el
castigo de la persecución de inocentes.

XxIII

El último capítulo de la Parte Especial abarca los tipos de genocidio y de

crímenes de guerra. El artículo 308 reüste importancia también respecto a la
protección de las pueblos indígenas protegidos expresamente por la Constitución
(Capítulo V artículos 62y siguientes CN).
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